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Providencia:

Sentencia de 28 de agosto de 2019

Radicación Nro.
66001-31-05-002-2017-00461-01

Proceso

Ordinario Laboral

Demandante:

Francedy López Pineda 

Demandados:

PAR Caprecom
Magistrado Ponente:
Julio César Salazar Muñoz

Juzgado de origen:
Juzgado Segundo Laboral del Circuito

TEMAS:
TRABAJADORES OFICIALES / INDEMNIZACIÓN MORATORIA / DECRETO 797 DE 1949 / NO ES EXIGIBLE FRENTE A ENTIDADES QUE SE ENCUENTREN EN ESTADO DE LIQUIDACIÓN.
Ha sido pacifica tanto la jurisprudencia nacional como la local, en manifestar que este tipo de sanciones –moratorias– no opera de manera automática, pues cada caso debe analizarse con el fin de determinar si la actuación que llevó al empleador a sustraerse del pago oportuno de las prestaciones sociales, estuvo precedido de buena fe.

En sentencia SL2833 de 1º de marzo de 2017 radicación Nº 53.793 con ponencia del Magistrado Jorge Mauricio Burgos Ruiz, la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia, aplicando el precedente contenido en la sentencia CSJ del 10 de octubre de 2003, No. 20764, determinó que no es posible fulminar condena por dicho concepto ante el incumplimiento en el pago de salarios y prestaciones sociales de las empresas que se encuentran en estado de liquidación. (…)
De conformidad con las pruebas reseñadas anteriormente y teniendo en cuenta lo previsto en el artículo 3º del Decreto 2127 de 1945, no hay duda en que la señora Francedy López Pineda, quien desempeñó los cargos de Auxiliar Administrativo y Técnico para la gestión de recobros, ejecutó actividades propias de un trabajador oficial de esa entidad bajo los presupuestos de un contrato de trabajo que se extendió entre el 1º de junio de 2012 y el 31 de mayo de 2016, como adecuadamente lo determinó la falladora de primera instancia. (…)
Preciso es recordar que el Gobierno Nacional dispuso la supresión de la Caja de Previsión Social de Comunicaciones “Caprecom” por medio del decreto 2519 de 28 de diciembre de 2015, esto es, que a partir de esa fecha la entidad entró en estado de liquidación obligatoria, en virtud de lo cual, al haber concluido el contrato de trabajo de la actora el 31 de enero de 2016, no hay lugar a fulminar condena por este concepto, pues tal y como se explicó con anterioridad, la Sala de Casación Laboral tiene dicho que no se les puede atribuir mala fe a las empresas que estando en estado de liquidación obligatoria adeuden a sus trabajadores salarios o prestaciones sociales, ya que no puede sostenerse que un empleador que se encuentra en ese estado, tenga posibilidad de defraudar o desconocer los derechos de sus trabajadores, pues es el agente liquidador quien está llamado a hacer un uso adecuado de los recursos, conservando el equilibrio de la entidad y respetando la igualdad de los acreedores.
LA SALA DE CASACIÓN LABORAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, MEDIANTE SENTENCIA SL3652-2022, RADICACIÓN Nº 86698, DE FECHA 19 DE OCTUBRE DE 2022, QUE PUEDE SER CONSULTADA EN LA PÁGINA WEB DE DICHA CORPORACIÓN O EN EL ARCHIVO QUE ESTÁ A CONTINUACIÓN DE ÉSTE, CASÓ EL PRESENTE FALLO Y “EN SEDE DE INSTANCIA” REVOCÓ PARCIALMENTE LA SENTENCIA PROFERIDA EL 31 DE ENERO DE 2019 POR EL JUZGADO SEGUNDO LABORAL DEL CIRCUITO DE LA CIUDAD Y, EN SU LUGAR, RECONOCIÓ LA INDEMNIZACIÓN MORATORIA.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ 

AUDIENCIA PÚBLICA

Hoy, veintiocho de agosto de dos mil diecinueve, siendo las nueve y treinta minutos de la mañana, la Sala de Decisión Laboral Nº 3 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de resolver los recursos de apelación presentados por las partes, así como el grado jurisdiccional de consulta de la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Laboral del Circuido el 31 de enero de 2019, dentro del proceso promovido por la señora FRANCEDY LÓPEZ PINEDA en contra del PAR CAPRECOM administrado por LA FIDUPREVISORA S.A., cuya radicación corresponde al Nº 66001-31-05-002-2017-00461-01.

Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:

Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:

ANTECEDENTES

Pretende la señora Francedy López Pineda que la justicia laboral declare que entre ella y la extinta Caja de Previsión Social de Comunicaciones “Caprecom EICE” hoy PAR Caprecom Liquidado, existió un contrato de trabajo a término indefinido entre el 1º de junio de 2012 y el 31 de enero de 2016 y con base en ello aspira que se le cancelen las prestaciones sociales que referencia en la demanda, las sanciones moratorias por no pago de los intereses a las cesantías, por la no consignación de las mismas y la prevista en el Decreto 797 de 1949, el reintegro de los aportes a la seguridad social integral, lo que resulte probado extra y ultra petita y las costas procesales a su favor.

Refiere que: Prestó sus servicios personales bajo sucesivos contratos de prestación de servicios a favor de la extinta Caprecom Eice entre las calendas señaladas anteriormente, ejerciendo entre el 1º de junio de 2012 y el 30 de noviembre de 2014 el cargo de auxiliar administrativo para apoyo a la gestión en la regional Risaralda, y desde el 1º de diciembre de 2014 hasta el 31 de enero de 2016 cumplió funciones de técnico para la gestión de recobros y apoyo al grupo unificado de cartera en la territorial Risaralda, lo que llevó a que pasara de devengar la suma mensual de $1.271.000 a la suma de $1.792.549; durante todo el vínculo laboral estuvo bajo la continuada dependencia y subordinación de Caprecom Eice, recibiendo órdenes por parte del director de la entidad y cumpliendo con los horarios asignados al personal de planta; durante todo ese tiempo fue ella quien canceló los aportes a la seguridad social integral; elevó reclamación administrativa con el fin de obtener el pago de las acreencias laborales, sin embargo, la respuesta que se le dio fue negativa.
Al dar respuesta a la demanda –fls.344 a 352- el PAR Caprecom manifestó que entre la demandante y la extinta Caprecom no existió un contrato de trabajo a término indefinido como ella lo sostiene, ya que realmente se trató de varios contratos de prestación de servicios regidos por la Ley 80 de 1993. Se opuso a la totalidad de las pretensiones y formuló las excepciones de mérito que denominó “inexistencia de los elementos necesarios para que se configure una relación de carácter laboral”, “Inexistencia de la obligación de Caprecom a cancelar emolumentos pretendidos por la demandante” y “Prescripción”.

En sentencia de 31 de enero de 2019, la funcionaria de primer grado declaró que entre la señora Francedy López Pineda y la extinta Caprecom EICE existió un contrato de trabajo a término indefinido entre el 1º de junio de 2012 y el 31 de enero de 2016 y con base en ello ordenó al PAR Caprecom a través de su administradora La Fiduprevisora S.A., a reconocer y pagar el auxilio de cesantías, la compensación por vacaciones y la devolución de los aportes a la seguridad social en las cuantías determinadas en la providencia. Absolvió a la entidad accionada de las demás pretensiones de la demanda y la condenó en costas procesales en un 80%.

Inconformes con la decisión, ambas partes interpusieron recurso de apelación en los siguientes términos:

La apoderada judicial de la señora Francedy López Pineda anunció que interponía el referenciado recurso respecto a las prestaciones económicas a las cuales no accedió el despacho, consistentes en la prima de servicios, la prima de navidad, la bonificación por servicios prestados, la bonificación por recreación, los intereses a las cesantías, la indemnización por no consignación de las cesantías, la sanción moratoria del Decreto 797 de 1949 y la devolución de los aportes a riesgos laborales.

Al sustentar el recurso señaló que la extinta Caprecom estaba obligada a cancelarle a la accionante la prima de navidad y la prima de servicios de acuerdo con lo establecido en los artículos 58 del Decreto 1042 de 1978 y 32 de la Ley 1045 de 1978 respectivamente. Igualmente afirmó que los intereses a las cesantías deben ser cancelados a favor de la demandante, pues así lo ha establecido la Ley 50 de 1990, debiéndosele reconocer también bajo el amparo de esa normatividad la sanción por no consignación del auxilio de cesantías. En cuanto al reembolso o devolución del pago de los aportes a riesgos laborales, indicó que esa obligación está en un 100% en cabeza del empleador y teniendo en cuenta que fue la actora quien cumplió con ese deber en toda la relación contractual, tiene derecho a que se le realice el correspondiente reembolso. Finalmente dijo que la sanción establecida en el Decreto 797 de 1949 debe ser impuesta a la entidad demandada, puesto que en procesos de similares connotaciones la Sala Laboral de éste Distrito Judicial ha accedido a ella, bajo el entendido que el proceso de liquidación no ha finalizado.

Por su parte, la apoderada judicial de la entidad accionada dijo sentirse inconforme únicamente frente a la imposición de las costas procesales, por cuanto debido al número de pretensiones de las que fue absuelto el PAR Caprecom, dicha condena no podía fijarse en el 80%, sino, a lo sumo, en el 50%.

Al haber resultado condenado el PAR Caprecom, se dispuso también el grado jurisdiccional de consulta a su favor.
En este estado se corre traslado a los asistentes para que presenten sus alegatos.

Oídas las argumentaciones a esta Sala de Decisión le corresponde resolver los siguientes PROBLEMAS JURÍDICOS:

¿Existió entre la señora Francedy López Pineda y al extinta Caja de Previsión Social de Comunicaciones CAPRECOM EICE un contrato de trabajo entre el 1º de junio de 2012 y el 31 de enero de 2016

De conformidad con la respuesta el interrogante anterior ¿Hay lugar a emitir condenas en contra de la entidad accionada como vocera del PAR CAPRECOM?

Con el propósito de dar solución a los interrogantes en el caso concreto, se considera necesario precisar, el siguiente aspecto:
DE LA SANCIÓN MORATORIA PREVISTA EN EL DECRETO 797 DE 1949.

Ha sido pacifica tanto la jurisprudencia nacional como la local, en manifestar que este tipo de sanciones no opera de manera automática, pues cada caso debe analizarse con el fin de determinar si la actuación que llevó al empleador a sustraerse del pago oportuno de las prestaciones sociales, estuvo precedido de buena fe.
En sentencia SL2833 de 1º de marzo de 2017 radicación Nº 53.793 con ponencia del Magistrado Jorge Mauricio Burgos Ruiz, la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia, aplicando el precedente contenido en la sentencia CSJ del 10 de octubre de 2003, No. 20764, determinó que no es posible fulminar condena por dicho concepto ante el incumplimiento en el pago de salarios y prestaciones sociales de las empresas que se encuentran en estado de liquidación; lo cual explicó en los siguientes términos:

“Frente a la anterior situación, debe decirse que de imponerle la indemnización moratoria a un empleador que se encuentra en esas condiciones, es decir en liquidación obligatoria, no tendría razón de ser la expedición de las leyes especiales que permiten la intervención Estatal en las empresas, las cuales están destinadas a proteger no solo el capital y la inversión económica, sino también los intereses de los asalariados y por ende el derecho Constitucional al empleo consagrado en el artículo 25 del Ordenamiento Superior, que se orienta a que un agente estatal dirija los destinos de la unidad de explotación económica y pretenda ya la recuperación económica, ora la liquidación de la sociedad, todo, contra la voluntad del empleador y empresario, sin que pueda quedar al libre albedrío del promotor del acuerdo o del liquidador, hacer un uso inadecuado de los recursos destinados, a conservar el equilibrio de la compañía como persona moral y la igualdad entre los acreedores, según la filosofía propia de la liquidación forzada regulada en la Ley.

Finalmente, no puede deducirse que una empleadora que fue llamada a liquidación forzada como la sociedad demandada, tuviera interés en desconocer o defraudar los intereses y créditos de los trabajadores demandantes, como para entrar a darle viabilidad al Art. 65 del C. S. del T., que como lo ha sostenido esta Sala, no es de aplicación automática.”.

EL CASO CONCRETO

No se encuentra en discusión que la señora Francedy López Pineda prestó sus servicios a favor de la Caja de Previsión Social de Comunicaciones Caprecom EICE entre el 1º de junio de 2012 y el 31 de enero de 2016, no solo porque así lo aceptó la entidad accionada al dar respuesta a la demanda –fls.344 a 352-, sino también porque de ello dan fe la constancia emitida por el Director de la Regional Risaralda expedida el 30 de marzo de 2016 –fl.21- y los contratos de prestación de servicios suscritos entre la demandante y le referenciada entidad –fls.23 a 58-.
Lo que es materia de verificación, es si, como lo concluyó la a quo, esa relación contractual estuvo regida bajo los parámetros de un contrato de trabajo, como lo dispone el artículo 2º del Decreto 2127 de 1945, debiéndose tener en cuenta que de conformidad con lo establecido en la Ley 314 de 1996, la Caja de Previsión Social de Comunicaciones fue una Empresa Industrial y Comercial del Estado, en donde los servidores públicos que no desempeñen los cargos de Director General, Secretario General, Directores Regionales y Jefes de División, ostentaban la calidad de trabajadores oficiales.
Con el objeto de dar claridad al respecto, la parte actora solicitó que fueran escuchados los testimonios de Juliana Solórzano Jaramillo, Johana María Muñoz Cardona y Sebastián López Londoño, todos ellos compañeros de trabajo de la accionante en Caprecom Regional Risaralda, quienes fueron coincidentes en manifestar que la accionante fue contratada por dicha entidad en el año 2012 para desempeñar inicialmente el cargo de Auxiliar Administrativo, efectuando las actividades concernientes a la revisión de cuentas médicas; sostuvieron que aproximadamente en el año 2014 pasó a desempeñar el cargo de técnico para la gestión de recobros, verificando todo el proceso de facturación, debiendo estar pendiente de las plataformas para revisar las glosas que se le hacía a esa facturación, revisando contratos y asistiendo a las audiencias de conciliación para lograr el pago de las acreencias, además de todas aquellas actividades que se le impusieran para apoyar la gestión de la dirección regional; para desempeñar esos dos cargos debía cumplir un horario de trabajo de lunes a viernes de 8:00 am a 5:00 pm, con una hora para almorzar y eventualmente los sábados hasta el medio día; indicaron que estuvo bajo la continuada dependencia y subordinación de la entidad contratante, ejercida a través del Jefe de la Dirección Territorial Luis Humberto Ramírez Noreña, a quién ella y todo el personal en general debían de solicitarle permiso para ausentarse, agregando que del nivel central llegaban tareas que debían cumplirse de manera inmediata y que muchas veces eran trasmitidas a los correos electrónicos; informaron que todos los equipos, insumos y plataformas digitales a través de las cuales se cumplían las funciones, eran de propiedad de Caprecom EICE; finalmente expresaron que era la señora López Pineda quien debía efectuar el 100% del pago de los aportes a la seguridad social.
De conformidad con las pruebas reseñadas anteriormente y teniendo en cuenta lo previsto en el artículo 3º del Decreto 2127 de 1945, no hay duda en que la señora Francedy López Pineda, quien desempeñó los cargos de Auxiliar Administrativo y Técnico para la gestión de recobros, ejecutó actividades propias de un trabajador oficial de esa entidad bajo los presupuestos de un contrato de trabajo que se extendió entre el 1º de junio de 2012 y el 31 de mayo de 2016, como adecuadamente lo determinó la falladora de primera instancia.

En ese contexto, se verificará si la señora Francedy López Pineda tiene derecho a que se le reconozcan las prestaciones legales fijadas en el curso de la primera instancia e igualmente se estudiará si le asiste razón a su apoderada judicial cuando afirma que se le deben reconocer y pagar las prestaciones económicas que no solamente anunció como indebidamente negadas, sino que sustentó en debida forma, sin embargo, al no haber sustentado el recurso de apelación frente a las bonificaciones por servicios prestados y por recreación, la Sala se abstiene de su estudio.

Antes de pasar a dicho análisis y teniendo en cuenta que la entidad accionada propuso la excepción de prescripción, se tiene entonces que al haberse efectuado la reclamación administrativa el 9 de agosto de 2016, como se ve en la respuesta efectuada el 16 de septiembre de 2016 –fls.318 y 319-, los derechos causados con antelación al 9 de agosto de 2013 se encuentran cobijados por ese fenómeno jurídico, a menos que alguna de las prestaciones a que tenga derecho la actora disponga un término diferente de prescripción.
PRESTACIONES RECONOCIDAS CON BASE EN LA LEY EN PRIMERA INSTANCIA.
COMPENSACION POR VACACIONES 

De conformidad con lo expresado en los artículos 8º del Decreto 3135 de 1968, y 47 y 48 del Decreto Reglamentario 1848 de 1969, aplicable a los trabajadores de las Empresas Industriales y Comerciales del Estado, la accionante tiene derecho a que se le reconozca por cada año o la respectiva proporción, quince días hábiles de vacaciones, siendo del caso señalar que el artículo 23 del Decreto 1045 de 1978 establece el término de 4 años para reclamar su compensación a partir del momento en que se causa cada periodo vacaciones, por lo que en este caso no se encuentra prescrita compensación de ningún periodo vacacional, al haberse efectuado la reclamación administrativa el 9 de agosto de 2016.

De acuerdo con el anexo que se pone de presente a los asistentes y en donde constarán cada una de las prestaciones económicas que se reconozcan, tiene derecho la señora López Pineda a que se le cancele a título de compensación por vacaciones la suma de $3.286.340, como correctamente la fijó la a quo, al liquidar la prestación económica con base en el último salario devengado como lo dispone el inciso final del artículo 47 del Decreto Reglamentario 1848 de 1969.

EL AUXILIO DE CESANTÍA 

De conformidad con lo establecido en artículos 27 del Decreto 3118 de 1968, 6º del Decreto 1160 de 1947 y 13 de la Ley 344 de 1996; así como el artículo 17, literal a), de la Ley 6ª de 1945, la accionante tenía derecho a que se le reconociera por dicho concepto la suma de $5.746.894 y no la suma de $5.743.896 fijada en el curso de la primera instancia, no obstante, como dicha condena se revisa bajo el grado jurisdiccional de consulta dispuesto a favor de la entidad pública, la misma se conservará, siendo del caso señalar que como bien es sabido, a esta prestación económica le empieza a correr el término de prescripción desde el momento en que finaliza la relación contractual, por lo que en este evento no ha sido cobijado por ese fenómeno jurídico.

PRESTACIONES RECLAMADAS Y SUSTENTADAS POR LA PARTE ACTORA.

PRIMA DE NAVIDAD

Establece el artículo 11 del Decreto 3135 de 1968 que todos los empleados públicos y los trabajadores oficiales, tendrán derecho a una Prima de Navidad equivalente a un (1) mes del sueldo que corresponda al cargo en treinta (30) de noviembre de cada año, prima que se pagará en la primera quincena del mes de diciembre, sin embargo, su parágrafo 2º señala que quedan excluidos del derecho a la Prima de Navidad aquellos empleados públicos y trabajadores oficiales que presten sus servicios en establecimientos públicos, empresas industriales o comerciales del Estado y sociedades de economía mixta, que por virtud de pactos, convenciones colectivas de trabajo, fallos arbitrales o reglamentos de trabajo, tengan derecho a primas anuales similares, cualquiera sea su denominación.

Como a la actora no se le ha reconocido una prestación económica de similares connotaciones en los términos señalados anteriormente, tiene derecho a que se le reconozca por dicho concepto la suma de $4.856.098, que corresponden a las causadas a noviembre de 2013, 2014 y 2015, debiendo recordarse que las causadas en noviembre de 2012 se encuentran prescritas y en el año 2016 no se llegó a la fecha de su causación.
PRIMA DE SERVICIOS 
Si bien el artículo 58 del Decreto 1042 de 1978 establece una prima anual de servicios a favor de los funcionarios a quienes se les aplica ese Decreto, no es menos cierto que precisamente el artículo 1º de ese cuerpo normativo señala el campo de aplicación del mismo, dentro de los que no se encuentra descritos los funcionarios de las Empresas Industriales y Comerciales del Estado como la Caja de Previsión Social de Comunicaciones “Caprecom”. En este sentido se pronunció la Sala de Casación Laboral en sentencia de 18 de noviembre de 2004 radicación Nº 23.097; por lo que no tiene derecho la demandante a que se le reconozca suma alguna por dicho concepto.

INTERESES A LAS CESANTÍAS 

Frente a esta prestación, económica la Sala de Casación Laboral por medio de la referenciada providencia, manifestó que no existe norma legal alguna que disponga el pago de los intereses a las cesantías a favor de los trabajadores oficiales de las Empresas Industriales y Comerciales del Estado, como lo era en ese caso el ISS y en este la Caja de Previsión Social de Comunicaciones “Caprecom”, por lo que se exonerará a la entidad accionada por tal concepto.
SANCIÓN POR NO CONSIGNACIÓN DE LAS CESANTÍAS
Respecto a este tema la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia ha mantenido intacta su línea jurisprudencial consistente en que no existe ninguna norma de rango legal que disponga que a los trabajadores oficiales de las Empresas Industriales y Comerciales del Estado se les aplique el régimen de cesantías regido en el artículo 99 de la Ley 50 de 1990, tal y como lo dejó sentado en sentencia de 31 de enero de 2012 radicación Nº 37.389, reiterada recientemente en providencia SL981 de 20 de febrero de 2019 radicación 74084, cuando brevemente manifestó: “No se accederá a esta pretensión porque la sanción prevista en el artículo 99 de la Ley 50 de 1990 cobija a los trabajadores del sector privado y no a los trabajadores oficiales.”, postura esta que lleva a negar el reclamo hecho por la parte actora en ese sentido.

REINTEGRO DE LOS APORTES A LA SEGURIDAD SOCIAL INTEGRAL 

Durante la relación laboral que sostuvo la actora con la Caja de Previsión Social de Comunicaciones “Caprecom”, era deber de la entidad empleadora cancelar en favor de su trabajadora el 12% del aporte en pensión, el 8.5% de la cotización en salud y la totalidad del aporte a riesgo laborales, por lo que tiene derecho la demandante a que se le reintegre esos valores sobre las cotizaciones, siempre y cuando se encuentre demostrado en el proceso el importe efectivo por parte de ella, y de ser así, los efectuados a partir del mes de agosto del año 2013, pues como ya se dijo los créditos a su favor causados con antelación se encuentran prescritos.

A folios 91 y 92 obra certificación emitida por Coomeva EPS S.A. en donde se certifican los pagos a salud efectuados por la señora Francedy López Pineda entre el año 2012 y el ciclo de septiembre de 2015; por lo que de acuerdo con la cotización efectuada en cada periodo entre el mes de agosto de 2013 y el de septiembre de 2015, cuando estuvo vinculada a Caprecom, tiene derecho a que se le reintegre por ese concepto la suma de $1.502.120.

En cuanto a los aportes en pensión y riesgos laborales, fueron allegados varios comprobantes de su pago que se ven a folios 93 a 100, sin embargo, ellos corresponden a los periodos correspondientes al año 2012, que si bien generaban la devolución en los porcentajes descritos anteriormente, como ya se advirtió, esos rubros se encuentran cobijados por la prescripción.

SANCION MORATORIA DEL DECRETO 797 DE 1949
Preciso es recordar que el Gobierno Nacional dispuso la supresión de la Caja de Previsión Social de Comunicaciones “Caprecom” por medio del decreto 2519 de 28 de diciembre de 2015, esto es, que a partir de esa fecha la entidad entró en estado de liquidación obligatoria, en virtud de lo cual, al haber concluido el contrato de trabajo de la actora el 31 de enero de 2016, no hay lugar a fulminar condena por este concepto, pues tal y como se explicó con anterioridad, la Sala de Casación Laboral tiene dicho que no se les puede atribuir mala fe a las empresas que estando en estado de liquidación obligatoria adeuden a sus trabajadores salarios o prestaciones sociales, ya que no puede sostenerse que un empleador que se encuentra en ese estado, tenga posibilidad de defraudar o desconocer los derechos de sus trabajadores, pues es el agente liquidador quien está llamado a hacer un uso adecuado de los recursos, conservando el equilibrio de la entidad y respetando la igualdad de los acreedores.
COSTAS PROCESALES.
En lo que concierne al reparo efectuado por la apoderada judicial de la parte demandada, consistente en que considera altas la fijación del 80% de las costas en su contra debido al número de pretensiones que realmente salieron adelante, razón le asiste, pues tal y como se observó, de todas las pretensiones dirigidas en su contra, únicamente le prosperaron cuatro, debiéndose tener en cuenta que la excepción de prescripción propuesta por la entidad accionada resultó probada parcialmente, motivos por los que la condena en costas en primera instancia se fija en el 50%.
De esta manera quedan resueltos los recursos de apelación interpuestos por las partes, así como el grado jurisdiccional de consulta dispuesto a favor de la entidad accionada.

Costas en esta instancia no se causaron.

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral Nº 3 del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

RESUELVE

PRIMERO. MODIFICAR los ordinales SEGUNDO, TERCERO y QUINTO de la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito, los cuales quedarán así:
“SEGUNDO. CONDENAR al PAR CAPRECOM administrado por la FIDUPREVISORA S.A. a reconocer y pagar a favor de la señora FRANCEDY LÓPEZ PINEDA las siguientes sumas de dinero:

A. $3.286.340 por concepto de compensación por vacaciones.

B. $5.743.896 por concepto de cesantías.

C. $4.856.098 por concepto de prima de navidad.

TERCERO. CONDENAR al PAR CAPRECOM administrado por la FIDUPREVISORA S.A. a reconocer y pagar a favor de la señora FRANCEDY LÓPEZ PINEDA la suma de $1.502.120 por concepto de devolución de aportes al sistema general de salud.

QUINTO. CONDENAR al PAR CAPRECOM administrado por la FIDUPREVISORA S.A. en costas procesales en un 50%.”.
SEGUNDO. ADICIONAR la sentencia proferida el 31 de enero de 2019, en el sentido de DECLARAR probada parcialmente la excepción de prescripción sobre todos los derechos causados con antelación al 9 de agosto de 2013, con excepción de la compensación por vacaciones y las cesantías.
TERCERO. CONFIRMAR la sentencia recurrida en todo lo demás.
Sin costas en esta instancia.

Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia, se eleva y firma esta acta por las personas que en ella han intervenido.
Quienes Integran la Sala,
JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES
      OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA
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